Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- A continuación vamos a invitar a ingresar a Sala al Capitán de Fragata (R) 
Leonardo Larrosa. 


(Ingresan a Sala el Capitán de Fragata (R) Leonardo Larrosa y su asesor.) 


-La Comisión de Defensa Nacional recibe al Capitán de Fragata retirado Leonardo Larrosa, 
quien ha venido acompañado de su asesor, el doctor Fleitas, para informar sobre su titulación como 
Práctico del Puerto de Montevideo y su posterior suspensión. 


SEÑOR LARROSA.- Buenas tardes para todos. Mi nombre es Leonardo Larrosa y soy Capitán de 
Fragata de la Armada retirado desde el año 2008. 


Ante todo, quiero agradecer la oportunidad que esta Comisión me brinda de presentarme 
ante los señores Senadores y aclarar los hechos con respecto a mi titulación como Práctico del Puerto 
de Montevideo y su posterior suspensión, así como algunas manifestaciones que la Sociedad de 
Prácticos del Puerto de Montevideo volcó en este ámbito, de acuerdo con una versión taquigráfica a la 
que tuve acceso vía Internet. 


En el año 2008 el Estado, a través de la Prefectura Nacional Naval, llamó a concurso para 
cubrir vacantes de Práctico del Puerto de Montevideo. Este es un procedimiento normal y habitual que 
se regula por un Decreto del Poder Ejecutivo. Me presenté a ese concurso -que lleva aproximadamente 
un año y consiste en pruebas teóricas y prácticas- y no solo aprobé las pruebas, sino que gané el 
concurso y obtuve el orden de mérito número uno, accediendo a la vacante que me fue asignada. Una 
vez finalizado el concurso y con la vacante asignada procedí, tal como establece el reglamento, a un 
período de cinco meses de entrenamiento con más de trescientas maniobras realizadas bajo la 
supervisión de un práctico titulado. El reglamento establece que una vez culminado este período se 
procede a un examen final que consiste en dos maniobras: una de entrada y otra de salida, 
supervisadas por dos prácticos titulados designados por el Estado, es decir, por la Prefectura Nacional 
Naval. Ellos son quienes determinan, a partir de esa prueba, si el aspirante con derecho a vacante 
obtiene en ese momento la habilitación para poder comenzar a ejercer la profesión. 


Rendí el primer examen en marzo del año 2009; los evaluadores eran los señores Fatiga e 
ltman. Finalizada la prueba, hubo un fallo dividido: uno de los prácticos determinó que estaba apto para 
comenzar a trabajar y el otro señaló que no avalaba el nivel mínimo necesario requerido para mi 
graduación. Es más, en dicho expediente el señor Fatiga especificó: “ni se perciben indicios 
presumibles de lograrlo en el futuro”, afirmación que habla por sí sola. 


Si el señor Presidente me lo permite, quisiera entregar una carpeta que he traído y contiene 
un informe a este respecto. Pido disculpas por su extensión, pero son cuatro años de trámites, que he 
tratado de resumir al máximo posible. Cabe aclarar que lo único que hay allí son fotocopias de 
expedientes; no hay ninguna apreciación personal acerca de la situación. Reitero que se trata pura y 
exclusivamente de fotocopias de expedientes. 


Después de este caso inédito, con fallos divididos, y dado que en la historia del pilotaje 
uruguayo no existen antecedentes de una circunstancia como esta, la Armada Nacional no supo qué 
hacer. Es más, el reglamento no prevé esta situación y el artículo que hace referencia a estos 
exámenes solo señala que, una vez aprobados, se dispondrá de tal manera, etcétera. Fue así que el 
entonces Prefecto Nacional Naval y su Asesoría Letrada determinaron la realización de una segunda 
prueba con tres examinadores, a fin de solucionar el hecho de que no había aprobado ni reprobado, es 
decir, que estaba en una especie de empate. Esta instancia es dispuesta mediante una resolución de la 
Prefectura Nacional Naval, pero la Sociedad de Prácticos -una sociedad civil, una asociación gremial- 
presentó un recurso contra esa resolución, por considerar que el examen debía ser reprobado. Ese 
recurso fue desestimado por la Prefectura, por la Armada Nacional y también por el Ministerio de 
Defensa Nacional. En la resolución de este Ministerio se especificó que “En esta instancia el concurso 
ha finalizado y se está en la etapa de entrenamiento con el fin de obtener las habilitaciones 
pertinentes”. Una vez consumado el trámite del recurso, que fue desestimado, la Sociedad de Prácticos 


se presentó ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo para solicitar la nulidad del acto emitido 
por la Prefectura Nacional Naval y el Ministerio de Defensa Nacional. Luego de muchísimos meses, 
también el Tribunal desestimó la solicitud aduciendo, entre otras cosas, que la persona colectiva 
compareciente, relativa a la defensa de los derechos e intereses de los prácticos, no estaba legitimada 
para hacer ese tipo de reclamos. 


Es así que, después de varias idas y venidas de trámites, la Prefectura Nacional Naval 
designa la segunda mesa examinadora, integrada por tres examinadores que serían nombrados 
mediante un sorteo entre todos los prácticos habilitados, excepto aquellos que ya me habían evaluado 
y uno que había competido conmigo. Una vez más la Sociedad de Prácticos presenta un recurso de 
revocación contra la realización de un sorteo para la designación de la mesa examinadora, algo que 
habla por sí solo. Es más, como anécdota quiero decir que cuando se realizó el concurso fue la propia 
Sociedad de Prácticos la que hizo un sorteo para designar la mesa examinadora; sin embargo, un año 
después dice que para evaluarme a mí lo ideal no era un sorteo y que ellos debían designar a los 
evaluadores. El recurso fue desestimado por la Prefectura y también -nuevamente- por el 
Ministerio de Defensa Nacional. 


Llegamos a marzo de 2010; a esa altura, llevaba ya un año en mi casa sin poder trabajar, 
entrenar ni mantener las capacidades que había adquirido durante los cinco meses de entrenamiento, 
a pesar de que había solicitado por escrito a la Prefectura que se me permitiera adiestrarme. Llegó el 
momento de tomar el examen. Había tres prácticos examinadores, además de un Oficial de la Armada 
en representación del Estado, que es el Jefe de la Oficina de Pilotaje, quien vela por la seguridad y las 
garantías durante todo el proceso de la prueba. Como ocurre con cualquier otro examen, se 
establecieron los requisitos en cuanto al tipo de barco y a las condiciones meteorológicas, parámetros 
que fueron firmados por los propios evaluadores; se me dio un período de entrenamiento de 15 días y 
luego, como dije, llegó el momento de rendir el examen. Ese mismo día empezaron los problemas: dos 
de los tres evaluadores presentaron reclamos ante el Jefe de la Oficina de Pilotaje porque entendían 
que la prueba no debía tomarse con el barco que había tocado en suerte, sino que ellos debían 
elegirlo. Por supuesto, el Jefe de la Oficina de Pilotaje dijo que no era así, que los requisitos habían 
sido firmados por ellos mismos y que si el buque cumplía con ellos, se debía tomar el examen. Es 
más, otro práctico, invocando a la Sociedad de Prácticos -pues es Vocal de la Comisión Directiva de 
esa Sociedad, e incluso estuvo ante esta Comisión- se presentó ante el Jefe de la Oficina de Pilotaje y 
le manifestó que consideraba que ese barco no debía ser utilizado para el examen, sino que se debía 
elegir otro. Por suerte eso no sucedió y se me tomó el examen. Digo esto porque de acuerdo con la 
versión taquigráfica a la que tuve acceso, el señor Rodríguez, representante legal de la Sociedad de 
Prácticos, manifestó ante esta Comisión que “la Sociedad de Prácticos no tiene ninguna animosidad 
contra este señor” (...) “sencillamente eso no existe.” Sin embargo, los hechos hacen dudar de esa 
expresión, ya que a esa altura la Sociedad de Prácticos había presentado dos recursos de revocación - 
que me costaron un año en mi casa sin poder trabajar- una acción de nulidad ante el Tribunal de la 
Contencioso Administrativo, que le fue denegada, las dos solicitudes sobre la negativa de tomar el 
examen en el buque que había tocado en suerte y también la negativa de un tercer práctico que ni 
siquiera integraba la mesa examinadora. A su vez, en la comparecencia ante la Comisión el señor 
Rodríguez manifestó: “la mayoría de los prácticos aquí presentes perdieron en dos o tres 
oportunidades el examen final”, y el señor Albornoz, Práctico de Puerto comentó: “hemos transitado por 
estos exámenes varias veces”. Quisiera aclarar a la Comisión que mi caso es único en la historia del 
pilotaje nacional. Lo que sí ha ocurrido es que algunas personas perdieron el concurso que yo gané, 
en el que obtuve el primer lugar. El señor Albornoz perdió el concurso en el año 2008; ambos 
competimos juntos pero él no alcanzó las notas mínimas de aprobación y, por tanto, fue eliminado. 
Vuelvo a insistir: no existen antecedentes -considerando también los concursos posteriores a mi 
examen, es decir, los de 2009, 2010 y 2011- de que un práctico haya tenido un fallo negativo en el 
examen práctico final. Ninguna de las personas que salvaron el concurso y cumplieron un período de 
entrenamiento tuvo problemas con el examen final. Como lo manifesté al principio, ese examen final es 
para obtener la habilitación para comenzar a trabajar solo. 


Una vez realizado el examen final, el Jefe de la Oficina de Pilotaje me entregó las 
consideraciones de los tres evaluadores con relación al examen. Quisiera aclarar que durante el 
examen, en el mismo lugar físico, esto es, en el puente del buque, se encontraban los tres 
evaluadores, el Jefe de la Oficina de Pilotaje -que es el representante del Estado- el Capitán del buque 
-que es el más importante por ser el dueño de la embarcación- y mi persona, que estaba rindiendo 


examen. Todos estábamos en el mismo lugar y vimos lo mismo. En lo que respecta a las tres 
evaluaciones, dos prácticos determinaron que reprobaba y uno que aprobaba. 


Una vez que se me notificó de las evaluaciones y tomé conocimiento de lo que ellos relataban 
respecto a lo sucedido durante la maniobra, de inmediato presenté un recurso contra las 
observaciones. Quisiera aclarar que no fue contra la evaluación, sino contra los hechos relatados por 
los prácticos. No me refería a si el margen era o no suficiente; lo que dije -y digo- fue que los prácticos 
relataron hechos que no sucedieron. 


En base a todas las pruebas que presenté, la Prefectura Nacional Naval realizó una serie de 
interrogatorios y llamó a declarar al Jefe de la Oficina de Pilotaje y al práctico que había aprobado mi 
examen. A su vez, de acuerdo a lo establecido en el Decreto N* 500, le solicité a la autoridad marítima 
que realizara un peritaje de la maniobra -reitero: de la maniobra, no de la evaluación del examen-, de 
manera tal que un perito calificado determinara si los hechos relatados en los papeles coincidían con lo 
que efectivamente había sucedido. 


Dada toda la información que se presentó, en octubre de 2010 -el examen había sido en 
marzo- la Prefectura Nacional Naval, más precisamente el Contraalmirante Lebel, dictó una primera 
resolución estableciendo que yo tenía las cualidades para rendir un tercer examen, que se me lo debía 
tomar y, además, que se debía realizar una investigación administrativa de la situación a los efectos de 
esclarecer los hechos. El encabezamiento y los considerandos de esta resolución recogen todo lo 
obtenido del peritaje -aquí lo tengo y queda a disposición de la Comisión- pero en la parte resolutiva 
determina que se me debe tomar otro examen. Ante esto, nuevamente presento un recurso contra la 
resolución -ya no contra los fallos, como lo había hecho anteriormente- porque, tal como se lo 
manifesté al Prefecto en su momento, había dado ya dos exámenes, se habían emitido cinco fallos, no 
se me había entregado el resultado de ninguno, había quedado demostrado que hubo irregularidades y 
se iba a realizar una investigación; sin embargo, la única resolución fue que se me tomara de nuevo el 
examen. En ese momento hablé con el Comandante en Jefe de la Armada, quien me manifestó que 
debíamos esperar el resultado de la investigación administrativa para ver qué iba a pasar. Así que de 
vuelta me fui para mi casa sin poder trabajar y durante varios meses estuve esperando el resultado de 
la investigación ordenada por la Prefectura. 


La investigación administrativa recoge todas las pruebas presentadas por el Estado y por mí. 
Por ejemplo, existe una filmación -de la que tomé conocimiento varios días después de haber rendido 
el examen- de la maniobra de entrada realizada por la División de Inteligencia de la Prefectura 
Nacional Naval, y también hay grabaciones de audio, fotografías y planos, es decir, un montón de 
información técnica; parte de ella está recogida en el trabajo que los peritos realizaron para la propia 
autoridad marítima. 


La investigación administrativa finalizó y, para ser muy breve, concluyó: “En base a la prueba 
recabada y a los antecedentes administrativos que le fueron proporcionados, el suscrito entiende que 
los señores Prácticos del Puerto de Montevideo, Pedro Geriboni y Miguel Bertero se apartaron, al fallar 
sobre el examen final tomado al aspirante Leonardo Larrosa, de su rol de examinadores objetivos e 
imparciales, actuando ya no de forma subjetiva, sino realmente arbitraria, logrando con ello que no se 
dieran las debidas garantías de imparcialidad al aspirante”. 


Ante esta resolución, me presenté nuevamente por escrito ante el Prefecto Nacional Naval 
solicitándole el resultado de mi segundo examen, debido a que la investigación había finalizado, a mi 
juicio, de manera concluyente. En ese momento el Prefecto Nacional Naval no me entregó el resultado 
del segundo examen, pero dispuso que se instruyera sumario a los dos prácticos evaluadores que 
habían sido sometidos a la investigación. Es así que, de acuerdo con el Decreto N* 35/978, el 
Reglamento de Disciplina de los Prácticos -los Prácticos del Puerto de Montevideo se regulan por la 
Ley de Práctico y por otro decreto del Poder Ejecutivo- la Prefectura Nacional Naval ordena que estos 
dos prácticos sean sumariados. Comienza el período de sumario, pero yo seguía sin tener el resultado 
y sin poder trabajar. 


Debido a que no tenía posibilidades de continuar adelante, me presenté ante el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo solicitando la acción de nulidad contra la resolución que ordenaba mi tercer 


examen, porque seguía sin tener el resultado del segundo. 


Es importante declarar que la Asesoría Letrada de la Prefectura Nacional Naval, en el 
momento en que contesta en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, por escrito manifiesta: “El 
proceso de obtención del título de Práctico no es exclusiva responsabilidad del Estado, Poder 
Ejecutivo, Ministerio de Defensa Nacional a través de la Prefectura Nacional Naval”. Esto habla por sí 
solo, pues es el Estado el que llama a través de un decreto. Si el Estado no es el único, sería 
conveniente preguntar quién más interviene ¿La sociedad privada? 


Por otro lado, la propia Asesoría Letrada contesta: “Si bien se podría demostrar que las 
apreciaciones de los prácticos fueron falsas, nada quita que fueron emitidas en el marco del artículo 67 
del Reglamento General de Prácticos y no fuera de ese marco jurídico”. Una vez más, me pregunto: 
¿si el Estado determinó que son falsos, cómo puede decir que como están dentro del reglamento y 
sobre ellos recayó un fallo, no puede hacer nada al respecto? 


El sumario finalizó en el año 2011. Yo continúo sin trabajar. El sumario fue muy extenso, fui 
llamado a declarar, al igual que todos los participantes, y se recopiló mucha información. Más allá de 
que está la copia completa del sumario, en la carpeta simplemente puse el informe final del sumariante, 
que consta de aproximadamente veinticinco hojas. Voy a hacer mención a algunas frases que escribió 
el sumariante en sus conclusiones, particularmente cuando se refirió a los dos prácticos sumariados: 
“No intervinieron en la situación. No lo hicieron saber en el momento al resto del Tribunal y recién 
varios días después, al entregar sus evaluaciones, lo informan, pero como justificación de reprobar al 
aspirante. Esta conducta es contraria al deber de lealtad y buena fe establecidos en el artículo 2” literal 
k) y 6* del Decreto 500”. Más adelante se dice: “Por lo expuesto y haciendo una razonable crítica de 
apreciación de las pruebas, considero que lo informado por los prácticos Geriboni y Bertero no se 
ajusta a la realidad, vulnerando con ello el deber de buena fe y lealtad establecido en los mismos 
decretos”. 


Una vez más, y para demostrar la conducta de la Sociedad de Prácticos, destaco que durante 
el sumario saltó, quedó en evidencia, que esta había emitido una carta dirigida a los tres evaluadores, 
especificando que cuando emitieran el fallo final del examen no debían justificarlo, que debían limitarse 
a dar el fallo y nada más. Reitero que esto saltó durante el sumario. Lo traigo ahora a colación para 
demostrar que esto se contrapone, ya que se supone que no tienen animosidad hacia mi persona. 


En otra parte del sumario se concluye que no es lógico tomar un examen bajo determinadas 
circunstancias objetivas -buque de ciertas características, que realizaba determinadas maniobras en 
las condiciones meteorológicas de los días del examen- y declarar que se juzgó en condiciones y en 
circunstancias objetivas distintas y más adversas que las dadas el día del examen, informando la 
ocurrencia de circunstancias anómalas solo a los efectos de calificar negativamente al examinado. Se 
valoran como erróneas maniobras que se realizaron sin riesgos ni inconvenientes; se hace mención a 
riesgos de existencia incierta. 


Por lo expuesto, considero probado que el buque no estuvo en riesgo alguno durante esa 
maniobra, habiéndose realizado una errónea apreciación por parte de los prácticos Bertero y Geriboni 
al no fundamentar en riegos ciertos y probados su calificación negativa de la situación. 


El sumario termina expresando que, fundamentándose en lo arriba expuesto, se concluye 
que los sumariados prácticos Pedro Geriboni y Miguel Bertero no evaluaron al aspirante a práctico 
Leonardo Larrosa en forma objetiva e imparcial, emitiendo su fallo de reprobación en forma 
tendenciosa y arbitraria, incumpliendo su obligación de imparcialidad, buena fe y lealtad. 


Finalizado el sumario se le dio vista, como corresponde, a los dos prácticos evaluadores - 
quisiera mencionar que los prácticos Pedro Geriboni y Miguel Bertero fueron dos de los tres 
evaluadores; el tercero se llama Daniel Gemino- quienes recusaron tanto el procedimiento del sumario 
como las conclusiones finales. En base a las recusaciones presentadas por ellos se dispuso una 
ampliación sumarial. En ese momento los prácticos sumariados tuvieron oportunidad de presentar 
todas sus pruebas, entre ellas un peritaje realizado por el señor Zimmer -que es este- para intentar 


demostrar los errores y las situaciones de peligro que se habían dado durante la maniobra. Quisiera 
dejar en claro que el señor Zimmer es un Perito en Seguridad de Equipos y Reglamentaciones Navales 
-así consta en los expedientes incluidos en la carpeta- dicho esto por la autoridad marítima y no por mí. 
O sea, no es un perito en navegación, que es quien debería opinar acerca de la navegación de los 
buques, como está establecido en el Decreto de Peritos Navales. El señor Zimmer se basó en 
información obtenida de un GPS electrónico, portátil y personal de uno de los evaluadores. El problema 
es que como luce en actas, también incluidas en la carpeta, la información fue obtenida el día 24 de 
abril del año 2010 y mi examen fue rendido el día 23 de abril de ese año. Esto por lo menos hace 
dudar de la veracidad de dicha información. Además, el señor Zimmer dijo que utilizó información de un 
sistema con la sigla AIS y existe un informe de la autoridad marítima que establece que no hay manera 
de certificar que esa información sea de AIS porque consta de una lista de puntos en una hoja y la 
representación gráfica en una carta. 


Como si todo esto fuera poco, cuando el señor Zimmer fue interrogado acerca de por qué no 
tuvo en cuenta para su análisis las grabaciones de audio, filmaciones oficiales y otros registros de la 
Prefectura, contestó: “Porque no los precisaba.”, y aclaró que toda esa información que se menciona 
en la pregunta es subjetiva. Al respecto, quisiera aclarar que toda esa información fue obtenida y 
realizada por la autoridad marítima; por lo tanto, es imposible que sea subjetiva cuando es la propia 
autoridad la que la realiza directamente. O sea, no fue presentada por mí. 


Es así que la ampliación sumarial finalizó y si bien fue aceptado el peritaje del señor Zimmer y 
se realizó una auditoría al GPS en el Servicio de Oceanografía, Hidrografía y Meteorología de la 
Armada Nacional, el sumario todavía no fue evaluado por la Administración. El reglamento de 
disciplina de los prácticos establece que una vez finalizado el sumario, el Jefe de la Oficina de Pilotaje 
debe imponer las sanciones que correspondan y, si excede su capacidad, debe elevarlo al Ministerio 
de Defensa Nacional a través de la Prefectura y del Comandante en Jefe de la Armada para que se 
impongan las sanciones establecidas a esos efectos. 


Hoy, muchos meses después de eso, la Administración todavía no se ha expedido sobre el 
resultado de ese sumario. Se llegó a un extremo en el cual después de todas las declaraciones, 
interrogatorios y contraposiciones de unos y otros, las declaraciones de los dos prácticos que dieron la 
reprobación se contradicen con las declaraciones de quien dio el aprobado, con las declaraciones del 
oficial representante del Estado que estuvo a bordo y con las de los otros integrantes que actuaban en 
determinadas partes de la maniobra  -el patrón del remolcador y los amarradores- así como con las 
filmaciones y las grabaciones de audio. Se ha llegado a un extremo tal en que unos dicen que los 
otros mienten, y los otros dicen que unos mienten. No puedo participar ni decir quién sí y quién no, 
pero me permito poner el siguiente ejemplo: el buque físicamente ocupa un solo lugar y si una persona 
dice que el buque pasó contra la lámpara y casi se choca, y otra dice que pasó en el medio, una de las 
dos no está diciendo las cosas como son. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicito al Senador Viera me que sustituya unos minutos en la Presidencia. 
(Ocupa la Presidencia el Senador Viera.) 


SEÑOR LARROSA.- En el año 2011 el Comando General de la Armada, en acuerdo con el Ministerio 
de Defensa Nacional, decide dar lugar a mi recurso -el que había planteado contra los fallos del 
segundo examen- y se me expide el título de Práctico el día 27 de marzo de 2012. Quince días 
después la Sociedad de Prácticos presenta dos recursos ante el Poder Ejecutivo contra el título 
otorgado: uno en nombre de la Sociedad de Prácticos y otro firmado por casi la totalidad de los 
prácticos integrantes de la Sociedad de Prácticos; digo casi la totalidad porque dos integrantes no 
firmaron el recurso. Una vez presentados los recursos, una Comisión de la Sociedad de Prácticos se 
presentó ante la Comisión de Defensa del Senado y al día siguiente lo hizo ante la homónima de la 
Cámara de Representantes, constando sus manifestaciones en las correspondientes versiones 
taquigráficas. 


Pocos días después el Ministerio de Defensa Nacional emite una resolución a través de la 
cual me suspenden en la ejecución del título. En el “Considerando” número 2 de dicha resolución se 
establece: “Que en la Comisión de Defensa de la Cámara de Representantes se interrogó al señor 


Ministro de Defensa Nacional en relación al acto administrativo referido en el Visto, siendo asimismo 
consultado por Senadores de la República, manifestando la preocupación por los hechos señalados”. 
En la parte final de la resolución se dispone la “suspensión transitoria como medida cautelar, en función 
del interés general y de la seguridad portuaria”. Más allá de los parámetros jurídicos, me presenté y 
recusé dicha resolución porque se hablaba de seguridad portuaria, a pesar de que el expediente con 
mi título había estado un mes en la órbita de la Armada, pasando por el Comando General de la 
Armada, su asesoría, el Prefecto Nacional Naval, su asesoría letrada, el Director General de Marina 
Mercante, el Jefe de la Oficina de Pilotaje, y nadie tuvo nada que observar con referencia a la 
seguridad portuaria. Es más, se me llegó a asignar día y hora para comenzar a trabajar, pero antes de 
que eso se lograra ejecutar, telefónicamente se me comunica que no empezaría a trabajar y que sería 
suspendido, lo cual sucedió primero verbalmente por el señor Comandante en Jefe de la Armada y 
luego mediante la resolución. 


Mi situación actual es que estoy sin trabajar desde 2008, cuando rendí el concurso, a pesar de 
haber obtenido el título y de todo lo que aquí he manifestado. 


Más allá de la suspensión, en este momento mi interés primario no es que se la levante, sino 
que se solucione el tema del título. He esperado mucho tiempo y puedo seguir haciéndolo, pero mi 
interés primordial es ratificar que el título fue entregado en forma correcta, porque el examen fue 
aprobado. 


(Ocupa la Presidencia el Senador Rosadilla.) 


-Reitero: mi principal interés no es el levantamiento de la suspensión, sino que se analice el 
tema del título en profundidad; que quede claro que el título ha sido otorgado en forma correcta, de 
acuerdo a Derecho y a lo que la ley establece. 


Antes de finalizar, si se me permite quisiera que el doctor Fleitas hiciera referencia a dos o 
tres temas desde el punto de vista jurídico -por supuesto, lo hará mejor que yo- en cuanto a por qué el 
título está bien otorgado. 


SEÑOR FLEITAS.- Voy a plantear tres o cuatro puntos, pura y exclusivamente jurídicos, respecto a la 
situación del señor Larrosa. 


En primer lugar: ¿quién es responsable de la actividad de practicaje y de la selección y 
titulación de los prácticos? De acuerdo con la Ley N* 16.595 y los artículos 1%, 15, 40 y 67 del 
Reglamento General de Prácticos, el responsable por la actividad de practicaje y por el proceso de 
selección y de titulación de los prácticos es el Estado. El rol de la Sociedad de Prácticos es ser una 
asociación gremial que aglutina, pura y exclusivamente, a los prácticos; y el rol de los prácticos en el 
proceso de selección y titulación es pura y exclusivamente el de actuar como miembros integrantes de 
un tribunal de concurso. Todos sabemos que los tribunales de concurso fungen como asesores en los 
procesos de designación de personas que van a cumplir una actividad pública. Si bien el señor Larrosa 
y los prácticos en general -como todos sabemos- no ocupan un puesto, sino un cargo dentro del 
Estado, sí cumplen una función de tipo público porque el practicaje está definido por ley como un 
servicio público. 


Entonces, el primer punto que debe quedar claro es que la responsabilidad del proceso de 
selección y de titulación de los prácticos es, reitero, pura y exclusivamente del Estado. La decisión 
jurídica respecto a quién se recibe o no como práctico es del Estado; la responsabilidad jurídica con 
relación a quién aprueba los concursos o no es del Estado; la Sociedad de Prácticos no juega un rol 
jurídico en este tema y los prácticos juegan el rol de asesores, es decir, cumplen una tarea técnica de 
asesoramiento previo a la decisión del Estado. 


En segundo término, tenemos el proceso de selección de los prácticos. Cuando la Sociedad 
de Prácticos visitó la Comisión de Defensa Nacional manifestó que el señor Larrosa estaba mal titulado 
porque no había aprobado el examen práctico final, que corresponde el artículo 67 del Reglamento 
General de Prácticos. Eso fue lo que básicamente afirmó la Sociedad de Prácticos. En esos términos 


uno podría decir que realmente estuvo mal titulado porque no aprobó el examen práctico final. Sin 
embargo, hay que tener cuidado con el Reglamento General de Prácticos, porque establece tres 
grandes instancias para la selección y titulación de prácticos. La primera se refiere a la admisión, en la 
que el aspirante a práctico tiene que cumplir una serie de requisitos. La segunda instancia -y esta es la 
importante- determina que los aspirantes a prácticos tienen que someterse a un concurso en el que 
son evaluados desde el punto de vista teórico y práctico, es decir, con respecto a sus conocimientos 
sobre la teoría del practicaje y a la realización de maniobras de este. Finalizada la etapa del concurso 
los aspirantes son calificados y se los integra a un orden de méritos; aquellas personas que cumplen o 
superan el puntaje de seis sobre diez aprueban el concurso y ganan -lo que se dice- el derecho a una 
vacante. Esto quiere decir que en esta segunda instancia en la etapa del concurso propiamente dicho, 
los aspirantes a prácticos son considerados aptos para ejercer el practicaje; reitero, ganan una vacante 
para ser prácticos. 


En la tercera etapa se somete al aspirante a práctico que ha ganado esa vacante a una serie 
de maniobras bajo la tutela de otro práctico y -creo- de un oficial de la Armada. Finalizado este período, 
se lo somete a un examen final, que es al que se refiere la Sociedad de Prácticos, y es allí donde se 
encuentra el nudo gordiano de este problema. 


Ahora bien, si leemos el artículo 67 del Reglamento General de Prácticos, podemos ver que 
el objetivo de ese examen no es considerar si la persona está apta o no para ejercer el practicaje, 
porque eso ya fue considerado en una etapa anterior, sino que lo que se hace es, únicamente, 
establecer una instancia para la habilitación provisoria de la persona que ha ganado la vacante 
mientras no se otorga el título de práctico. Este es el objetivo del examen final. 


Luego de aclarados estos dos puntos, pasamos a determinar cuál es el nudo gordiano de 
este tema, porque la Sociedad de Prácticos dice que Larrosa se recibió sin aprobar el examen y yo 
vengo y les digo que Larrosa está apto para trabajar como práctico. 


El nudo gordiano de este tema está en lo que decía el señor Larrosa. En primer lugar, él ganó 
el concurso -no lo aprobó, sino que lo ganó- para práctico celebrado en 2008. El examen final lo dio 
dos veces, pero voy a centralizarme en el segundo examen. Lo que sucede en dicho examen es que 
dos examinadores dicen que reprobó y uno dice que aprobó. Lo que hubiese correspondido en una 
situación normal habría sido que el Estado, a través de la Prefectura Nacional Naval, hubiera dado el 
resultado final del examen; sin embargo, eso no se hizo nunca. ¿Qué es lo que ocurre en ese ínterin? 
El Comando de la Armada dispuso una investigación administrativa que, posteriormente, se transformó 
en un sumario. En dicha investigación administrativa se concluyó que los dos examinadores que 
habían actuado en el examen del señor Larrosa procedieron de forma arbitraria y, literalmente, lo 
hicieron perder. ¿Qué sucedió entonces? El Ministro y el Comandante en Jefe de la Armada se 
reunieron y decidieron que ante esa situación correspondía entregarle el título. A continuación la 
Sociedad de Prácticos le otorgó el título, pero en definitiva, desde el punto de vista formal, Larrosa 
nunca aprobó ese examen. Justamente, aquí está el problema, porque Larrosa no puede quedar como 
rehén de una situación que está determinada por un aspecto formal. 


Los tres factores que son relevantes para la solución de este tema son los siguientes. En 
primer lugar, hay que tener en cuenta que el Estado es el responsable por el proceso de selección y 
titulación de los prácticos. En segundo término, me pregunto si puede el Estado apartarse de los fallos 
arbitrarios de dos examinadores. La respuesta es que, en realidad, no solamente puede sino que debe 
hacerlo. Esto no lo digo yo, no lo dice Larrosa, sino que lo dicen la doctrina y la jurisprudencia. Y 
precisamente, eso se dijo en el caso de un funcionario del Senado, aunque no voy a dar su nombre, 
más allá de que está citado en el informe. En ese caso se designó un funcionario como consecuencia 
de la actuación arbitraria e ilegítima de un tribunal de concurso, y ante ello el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo se pronunció en el sentido de que la Administración tenía el deber de 
apartarse del tribunal de concurso que había fallado en contra de las reglas de Derecho, es decir, de 
forma arbitraria. 


Por consiguiente, ¿cómo solucionamos este tema? ¿Qué es lo que falta? Tenemos una 
investigación administrativa y el sumario, pero nos falta la resolución de ambos, porque el Ministerio de 
Defensa Nacional aún no ha resuelto qué es lo que va a hacer con esos dos prácticos, es decir, si los 


va a sancionar o no. El Estado debe resolver el sumario a través de una resolución y no va a tener otro 
camino más que el de reconocer la falta y aplicar la sanción correspondiente. A nosotros no nos 
interesa la sanción, que puede ser mínima, pero sí entendemos que tiene que haber una sanción. 
Luego de eso podemos llevar todo al estado de situación del segundo examen, es decir, ante la 
Prefectura Nacional Naval. En ese momento, al reconocer la Administración que los dos examinadores 
cometieron una arbitrariedad, la Prefectura puede emitir un acto jurídico final en el que se deje 
constancia de la situación, se pliegue al único fallo válido que existe hasta el momento, que es el del 
práctico que dio por aprobado el examen, y recién entonces aplique el mecanismo para la habilitación 
provisoria de Larrosa y posteriormente su correspondiente titulación. 


Se trata, sin dudas, de un tema complejo, pero desde el punto de vista jurídico estos son los 
elementos que consideramos importantes para alcanzar una solución. 


Por otra parte, quiero dejar constancia de algo fundamental: lo que quiere el señor Larrosa es 
trabajar; eso es lo único que quiere y en modo alguno busca problemas o reparaciones judiciales. 
Simplemente él quiere trabajar en virtud del derecho que se ha ganado legítimamente. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera formular una pregunta con respecto a la exposición realizada por el 
doctor Fleitas en la que, de alguna manera -así lo entendí; le pido al doctor que me corrija si estoy 
equivocado- le quitó cualquier tipo de importancia a la prueba práctica final, como si fuera simplemente 
un trámite a los efectos de recibir una habilitación provisoria. Eso me despierta la siguiente duda. Para 
el caso de que efectivamente quien esté realizando esa prueba cometa errores importantes, genere 
situaciones de riesgo o demuestre una impericia flagrante, ¿tengo que entender que de todas maneras 
ya es práctico y que esa prueba no carga nada en su contra? ¿O no determina que en ese caso no 
puede ser habilitado? Si la prueba no tiene ningún valor, ¿a qué efectos se realiza y qué importancia 
tiene entonces demostrar capacidad o no en ella? Quizá entendí mal el concepto, porque me parece 
difícil que esto suceda. 


SEÑOR FLEITAS.- Lo entendió bien. Fue así cómo lo expliqué, parcialmente. 


El señor Larrosa y quien habla tratamos de no hacer juicios de valor sobre los aspectos que 
están en juego. Mi exposición como abogado se ciñe a lo que establece el reglamento; el reglamento 
establece un concurso, y por esa vía es que el práctico adquiere la vacante. Por algo en el reglamento 
se determina que la persona que aprueba ese concurso adquiere la vacante. Ahora bien, vamos a la 
etapa posterior, es decir, la de maniobras, que culmina con el examen final. El artículo 67 indica: “El 
último viaje de práctica tendrá carácter de examen práctico, que consistirá en una maniobra de entrada 
con atraque y una salida con desatraque. Las pruebas serán controladas por el Práctico integrante de 
la Comisión de Examen nombrado por la Prefectura Nacional Naval y el Práctico Asesor. Aprobadas 
dichas pruebas, la Prefectura Nacional Naval, otorgará al Aspirante, una habilitación provisoria 
condicionada al resultado del examen práctico final que aprobado, dará mérito a la expedición del 
Título definitivo”. Es decir que es la instancia formal previa a la asignación del título. No digo que no 
tenga ningún valor; tiene el valor que le da el reglamento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No quiero polemizar, pero la norma dice “Aprobadas”. De manera que de no 
ser aprobadas, no hay habilitación. 


SEÑOR FLEITAS.- Es claro, pero lo que no se puede afirmar -y es lo que han afirmado los prácticos- 
es que Larrosa no es apto para ser práctico. Sin duda tienen un valor; de lo contrario no estarían en el 
reglamento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Formulé la pregunta justamente para precisar, porque en realidad se trata de 
una prueba que inhabilita en caso de no ser aprobada. 


SEÑOR FLEITAS..- Es correcto, pero en lo que queremos hacer hincapié es en el tema de la aptitud. 


SEÑOR VIERA.- De cualquiera manera, si no entendimos mal, en ningún momento hubo un fallo final 
que dijera que no aprobó. Nunca le dieron el resultado del examen. 


SEÑOR FLEITAS.- No hay un fallo que diga que aprobó o no aprobó; lo que hay es un sumario y una 
investigación administrativa que dicen expresamente que las dos personas que reprobaron a Larrosa 
actuaron de forma arbitraria. Esa es la realidad. 


SEÑOR LARROSA.- Para finalizar y cerrar la idea, quiero decir que estoy totalmente de acuerdo con lo 
que el señor Presidente ha manifestado. El requisito del examen final aprobado está establecido en el 
reglamento. Nadie puede obtener el título si no tiene ese examen aprobado. Soy el primero en decirlo y 
siempre he bregado para que me entreguen el resultado del examen. Cuando me entregan el título de 
acuerdo con lo establecido en el Reglamento General de Prácticos, entiendo que el Poder Ejecutivo ha 
considerado que aprobé el examen. ¿Por qué? Porque se apartaron de los dos fallos de “reprobado” e 
hicieron valer el fallo de “aprobado”; considerando todo el proceso anterior más el primer examen, se 
me dio por aprobado el examen y por ello mi título es válido. Soy el primero en defender este hecho, ya 
sea para mí como para cualquier otro. 


Asimismo, creo que debe quedar claro que se sienta un antecedente en caso de actuar de 
una manera contraria, porque actualmente tenemos examinadores que relataron hechos que no 
sucedieron, que dieron su fallo de “reprobado” y hay asesorías letradas que están diciendo que eso no 
importa porque se trata del fallo de un examen. Por lo tanto, me pregunto lo siguiente. Supongamos 
que el día de mañana otro ciudadano se presenta y concursa, y los evaluadores dicen -disculpen el 
ejemplo- “perdió porque cuando el barco venía navegando se subió a la escollera, pasó por encima y 
después atracó”. Aunque se afirme que eso no fue así porque se hizo toda una investigación, se hizo 
un sumario, está la filmación y se puede comprobar que el barco no se hizo daño, como los 
evaluadores decidieron que la persona reprobó, ¿dirán: “Lo lamento. Vaya y rinda el examen de 
nuevo”? Si sacamos toda la parte jurídica, esta es mi situación actual, ya que desde el año 2010 estoy 
pidiendo el resultado de mi examen. Si el resultado es “aprobado”, mi título está bien dado, y si es 
“reprobado”, me pregunto en base a qué. ¿A los fallos que el propio Estado determinó que son falsos? 


Señor Presidente: solo me resta agradecer a la Comisión de Defensa Nacional por haberme 
recibido, ya que quería hacer partícipes de este tema a los señores Senadores a fin de obtener una 
solución de la manera que se entienda pertinente. Tal como dijo el doctor Fleitas, y a riesgo de ser 
reiterativo, quiero señalar que mi único interés es empezar a trabajar. Como afirmé antes, pasé a retiro 
en el año 2008 y desde entonces estoy esperando para poder empezar a trabajar, pero he sido rehén 
de la situación cada vez que determinada sociedad presenta un recurso. Desde entonces estoy 
esperando en mi casa que se resuelvan las dudas que se han planteado. 


Reitero mi agradecimiento a los señores Senadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del Capitán de Fragata (R) Leonardo Larrosa y del 
doctor Fleitas. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 27 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


